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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL



SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecinueve de febrero de dos mil nueve.
Acta número 0010 del 19 de febrero de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación propuesto por la parte demandante, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira el pasado 21 de noviembre, dentro del proceso de doble instancia que Elizabeth Marulanda Álvarez le promueve a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A..

El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Pide la demandante que se condene a la sociedad demandada a reconocer y pagar el auxilio funerario en la cuantía que corresponda, con sus respectivos intereses corrientes y corrección moratoria, y costas procesales.

Finca sus peticiones en los siguientes hechos:
Manifiesta la actora que es beneficiaria del auxilio reclamado, toda vez que

pagó los servicios fúnebres de su hermana, María del Carmen Marulanda, tal como consta en el certificado PEI Nº 0845 del 17 de noviembre de 2006 y contrato de afiliación Nº 2006 30922-58925 de la Cooperativa Inversiones y Planes de La Paz Ltda.; afirma que conforme a la Ley 100 de 1993, artículos 51 y 86, así como en los conceptos Nº 98420 de 2001 y 2585 de 2006 del Ministerio de la Protección Social, la persona que haya costeado los servicios fúnebres de un afiliado, tiene derecho a que se le reconozca y pague por parte de la respectiva administradora un auxilio funerario con la simple verificación del requisito de haber aportado la factura de pago de los servicios fúnebres; sostiene que la demandada negó su solicitud de auxilio funerario por medio de oficio de 31 de mayo de 2007, configurándose una retención injustificada del deprecado auxilio.
Después de inadmitida, folio. 17, la demanda fue admitida por auto del 15 de febrero de 2008, folio. 28, ordenando su notificación y correspondiente traslado a la demandada quien por intermedio de vocero judicial dio respuesta, folios. 37 a 47. Aceptó que el deprecado auxilio se debe pagar a la persona que haya costeado los servicios fúnebres de un afiliado y que este fue negado mediante oficio del 31 de mayo de 2007; respecto a los demás hechos afirmó que no eran ciertos o que no constituían hechos. Se opuso a las pretensiones de la demanda argumentando que la accionante no pagó los gastos exequiales por el fallecimiento de su hermana, lo cual fue hecho por “Cooinpaz” Ltda., estando a cargo de su contratante, la actora, únicamente el pago de las mensualidades, amén que esta no acreditó haber cancelado los servicios exequiales con la respectiva factura; excepcionó “Falta de estructuración fáctica en la cual se basa la parte demandante para ser viable la pretensión principal”, “Ausencia de los requisitos exigido por el legislador para la configuración del derecho que se reclama”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de los presupuestos legales” e “Inexistencia de la obligación para que esta entidad demandada asuma el deber de reconocer el auxilio funerario”.

Fracasado el intento de conciliación por falta de ánimo en la demandada, folio 50, se procedió a evacuar otras etapas procesales; posteriormente, el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la práctica de las pruebas pedidas por las partes, las que fueron evacuadas, en la medida de lo posible en las restantes audiencias.
                                                                                                                                                                                                                                         Instruido el debate se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 21 de noviembre último en la que se negaron las pretensiones de la demanda, toda vez que el funcionario de primera instancia consideró que la demandante no probó en debida forma que fue ella quien canceló los gastos funerarios de su hermana, pues no aportó la respectiva factura y teniendo en cuenta que dichos gastos fueron asumidos por una cooperativa a través de un contrato de cubrimiento exequial, correspondiendo a la accionante únicamente el pago de las mensualidades de dicho contrato. Condenó en costas a la parte vencida en el proceso.
La parte demandante, a través de su apoderado judicial, presentó dentro del término legal el recurso de apelación debidamente sustentado contra la decisión anterior, folio 12 cuaderno 2. Su inconformidad la hace consistir en que la cooperativa no es más que un tercero asegurador y prestador de un servicio funerario, al cual puede acudir cualquier ciudadano al margen de las prestaciones que garantiza el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones. Agrega que la actora, prevenida ante los gastos que demanda la atención de un  suceso natural, contrató para que mediante el pago de cuotas mensuales, fuera la cooperativa quien asumiera las erogaciones pertinentes, siendo un servicio oneroso, nunca gratuito, por el cual ella pagó. Lo anterior no desnaturaliza la relación existente entre la demandante y la causante y para con el fondo de pensiones demandado respecto al pago del auxilio funerario, toda vez que aquella, la accionante, asumió el pago de las cuotas del servicio exequial. Manifiesta que el negocio de las funerarias es facturar mensualmente por un grupo, al cual se le cobra una prima o cuota, garantizando la prestación del servicio a cada uno de los beneficiarios que fallezca, es decir, se esta prepagando una contingencia con una entidad privada, lo cual no es un auxilio o una gracia, por otra parte el artículo 51 de la Ley 100 de 1993 entrega una ayuda, una colaboración a la persona que asumió los gastos de entierro de un afiliado o pensionado, siendo de orden legal, Afirma que el auxilio funerario se causa por virtud de la ley y así se paga, sin importar que el ciudadano se valga de otros medios del mercado para reasegurar esa misma contingencia. Cita en su favor conceptos del Ministerio de la Protección Social, en los cuales se exceptúa al reclamante, en casos como el presente, de la obligación de presentar factura, pudiéndose suplir con un certificado de gastos expedido por la entidad que preste el servicio exequias, además, se afirma dentro de dichos documentos, más precisamente en el concepto N° 2585 de 2006, que cuando existe un contrato de servicios exequiales, no es la entidad que presta dicho servicio la que sufragó los gastos de entierro, ello lo hizo de forma anticipada quien contrató con la respectiva entidad, debiendo reconocerse el auxilio funerario a dicha persona.
Concedido el recurso y enviados los autos a esta Sede, se corrió el traslado de rigor a las partes; como dentro de lo actuado no se observa causal de nulidad que lo invalide, se procede a resolver con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
En esta ocasión debe ceñirse la Sala a estudiar la viabilidad respecto al reconocimiento del auxilio funerario, solicitado por la demandante con ocasión del fallecimiento de su hermana, y habiendo contratado la primera los servicios de una empresa dedicada a prestar servicios exequiales, contrato en el cual figura la segunda como beneficiaria.
Sea lo primero, indicar que la calidad de afiliada de María del Carmen Marulanda a la A.F.P. demandada, se constata con el escrito de folio 11, en el cual la accionada se refiere a ella como afiliada, amén que en su escrito de contestación, fl. 41, manifiesta haber cancelado a Inversiones y Planes La Paz el valor del traslado del cuerpo de la señora Marulanda a la ciudad, erogación, que si no se tratase de uno de sus afiliados muy seguramente no hubiera hecho. Respecto a la calidad de la demandante como tomadora del seguro exequial, tenemos que a folio 27  del expediente, milita el “Contrato de Afiliación para Servicios Funerarios”, documento que no fue tachado u objetado por la demandada, además, a folio 7, se encuentra un certificado en tal sentido, emitido por “Cooinpaz”.

Entando en materia, el beneficio reclamado se encuentra establecido en el artículo 86 de la Ley 100 de 1993:

“&$Artículo 86. Auxilio funerario. La persona que compruebe haber sufragado los gastos de entierro de un afiliado o pensionado, tendrá derecho a percibir un auxilio funerario equivalente al último salario base de cotización, o al valor correspondiente a la ultima mesada pensional recibida, según sea el caso, sin que pueda ser inferior a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes, ni superior a diez (10) veces dicho salario. 

El auxilio deberá ser cubierto por la respectiva administradora o aseguradora, según corresponda. 

Las administradoras podrán repetir contra la entidad que haya otorgado el seguro de sobrevivientes respectivo, en el cual se incluirá el cubrimiento de este auxilio. 

La misma acción tendrán las compañías de seguros que hayan pagado el auxilio de que trata el presente artículo y cuyo pago no les corresponda por estar amparado este evento por otra póliza diferente.”  
Por su parte, el parágrafo único del artículo 4° del Decreto 876 de 1994, en lo referente a los medios de prueba requeridos para el reconocimiento del solicitado beneficio, establece:

“Artículo 4°. Auxilio funerario. 

 …

Parágrafo: Se considerarán pruebas suficientes para acreditar el derecho al auxilio funerario, entre otras, la certificación del correspondiente pago y la prueba de la muerte conforme a lo previsto en la ley.” 

Ahora bien, si nos atenemos al sentido literal de la primera norma en cita, habría que conceder la razón al a quo, toda vez que quien reclama no es quien asumió la prestación de los servicios fúnebres de María del Carmen Marulanda Álvarez, sin embargo, la norma no precisa lo que ocurre en casos como el presente, tampoco se encuentran pronunciamientos jurisprudenciales al respecto y la doctrina se ha referido al tema muy someramente, quedando un vació en el precepto analizado.

Los conceptos del Ministerio de la Protección Social citados por el recurrente brindan luces sobre lo que ha de decidirse, es lógico que si una persona se vinculó con una entidad por medio de un contrato de prestación de servicios exequiales, como esta probado en el proceso, pagando un valor mensual para que dicho beneficio la cubriese a ella y a su hermana beneficiaria, María del Carmen, ello constituye a todas luces un pago previo de una posible contingencia y tal como lo afirma el quejoso, es totalmente independiente del Sistema de Seguridad Social en Pensiones.

Es claro para esta Colegiatura que los conceptos emanados de las autoridades públicas no tienen en momento alguno carácter vinculante o fuerza obligatoria en las decisiones judiciales, sin embargo, brindan claridad alrededor de un tema que la norma no desarrolla en su totalidad, por lo que, en esta caso en particular, es dable consultarlos de manera informativa para ilustrar la decisión del administrador de justicia.

Establecido lo anterior, tenemos que aparte de los conceptos traídos a colación por el vocero judicial de la demandante, existen muchos más, de los cuales se extrae la información ausente en la norma a aplicar.

La Superintendencia Financiera, en concepto N° 2003037007-2 de febrero 6 de 2004, refiriéndose al tema del auxilio funerario expresó:

“Visto lo anterior y refiriéndonos al tema del auxilio funerario, toda vez que de la consulta se deduce que los gastos de entierro fueron atendidos con ocasión de la celebración de un contrato preexequial, resulta conveniente aclarar que este Despacho ha señalado que el reconocimiento de tal prestación dependerá de quién sea el titular de dicho contrato. 

En efecto, la norma que regula lo concerniente al auxilio funerario es clara en señalar que tiene derecho a esta prestación quien demuestre haber sufragado los gastos de entierro de un pensionado o de un afiliado al Sistema General de Pensiones, de manera tal que en el caso de que el causante haya contratado directamente sus exequias y haya aforado su pago a través de primas o de cuotas a una aseguradora o a una empresa de servicios exequiales, no hay beneficiario para tal auxilio, pues al afiliado o pensionado una vez fallecido, no puede recibir tal prestación. 

Conclusión que resulta contraria si el causante sólo fue beneficiario de un contrato o póliza de esta naturaleza, pues en este caso resulta siendo un tercero el que asumió el pago de las primas o cuotas y, en ese sentido, tendrá derecho al pago del auxilio funerario en la proporción que la ley señala, el cual dependerá del salario base de cotización del afiliado o del valor de la mesada pensional si el causante es un pensionado, monto que no puede ser inferior a 5 salarios mínimos legales mensuales vigentes ni superior a 10 veces dicho salario. 

Así las cosas, dependiendo de la hipótesis en que se encuadre el caso consultado resultará viable o no el auxilio funerario, siendo pertinente agregar que en lo que se refiere al medio exigido para probar el pago de las exequias del causante, el parágrafo del artículo 4º del Decreto 876 de 1994 señala: 

"Se considerarán como pruebas suficientes para acreditar el derecho al auxilio funerario, entre otras, la certificación del correspondiente pago y la prueba de la muerte conforme a lo previsto por la ley".»”
Por su parte, el Ministerio de la Protección Social en concepto N° 2047 de 2001, expresó:
"...En cuanto al pago del auxilio cuando el occiso tiene seguro fúnebre, debemos recordar que en virtud de la existencia de un contrato preexequial, al fallecimiento de la persona afiliada, lo que se expide es un certificado de gastos, documento que no aceptan las administradoras del sistema para cancelar el auxilio funerario, sino que exigen la factura del pago de estos servicios.
En concepto de esta oficina, tal exigencia se ajusta a lo señalado en la norma antes transcrita que dispone que este auxilio se paga a quien compruebe haber sufragado los gastos de entierro. Así las cosas, como realmente quien sufraga los gastos, aunque en forma anticipada, es la persona que contrata con la empresa de servicios exequiales, lo que procedería es una solicitud de que certifiquen el valor del servicio fúnebre prestado a efecto de que pueda acreditar que se sufragaron los gastos de entierro, reconocimiento que en nuestro concepto deberá producirse a favor de quien suscribió el contrato y en caso de que haya sido el mismo fallecido, a favor de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes.
Lo anterior, por cuanto se trata de un contrato oneroso en el que ambas partes tienen gravámenes y derechos; una de ellas se obliga a pagar anticipada y periódicamente una suma de dinero a cambio de unos servicios exequiales que deberán ser brindados al momento del fallecimiento; por su parte la empresa recibe periódicamente las sumas de dinero y se obliga a brindar en su oportunidad los servicios funerarios...".
El haz probatorio presente en el infolio esta conformado así:

· Certificado PEI N° 0845, emitido por “Cooinpaz” Ltda., fl. 6.

· Certificado del 17 de noviembre de 2006, expedido por “Coinpaz” Ltda., en el cual consta que la actora se encuentra afiliada y que se le prestaron los servicios exequiales a la señora María del Carmen Marulanda Álvarez, por medio de Inversiones y Planes de La Paz, fl. 7.

· Recibo de caja N° 2180, por medio del cual la AFP Porvenir S.A. cancela a Inversiones y Planes de La Paz la suma de $950.000 por concepto de traslado del cadáver de la señora María del Carmen Marulanda Álvarez a la ciudad de Pereira, fl. 10.

· Certificado de defunción de la señora María del Carmen Marulanda Álvarez, fl.26.

· Contrato de afiliación para servicios funerarios, el cual se encuentra signado por Rogelio y Elizabeth Marulanda Álvarez como contratantes, fl. 27.

De lo hasta acá discurrido, tenemos que será beneficiario del auxilio funerario quien sufrague los gastos de entierro de un afiliado o un pensionado, que dichos egresos, conforme a los conceptos reseñados, pueden ser asumidos por un tercero en virtud de un contrato, en este caso de prestación de servicios exequiales; que la calidad de beneficiario se puede probar con la certificación el correspondiente pago, la prueba del fallecimiento del afiliado o pensionado y el contrato de servicios exequiales, requisitos que en el presente asunto se encuentran satisfechos, de acuerdo a lo enunciado respecto a los medios de prueba presentes en el expediente; a folio 6 encontramos certificado PEI N° 0845, emitido por “Cooinpaz” Ltda., dirigido a la señora Elizabeth Marulanda Álvarez y en el cual consta que se prestó el servicio a nombre de la señora María del Carmen Marulanda Álvarez por valor de $2.040.000; a folio 7 encontramos certificado emitido por la misma cooperativa, indicando que, entre otras cosas, no expide facturas, que emite un certificado por los servicios funerarios cubiertos, que la actora se encuentra afiliada a dicha cooperativa, que por medio de la funeraria Caminos de Paz, atendió el servicio funerario de la señora María del Carmen Marulanda Álvarez y que el valor de este ascendió a la suma de $2.040.000.
Si a lo anterior agregamos, que visitada la página Web de la demandada, encontramos el listado de la documentación requerida para reclamar el auxilio funerario, en el cual se verifica que se solicita el “original de la factura funeraria y/o copia de la póliza exequial”, tenemos que la actora cumplió con los requisitos, no solo legales, sino de la misma entidad demandada para acceder al auxilio funerario deprecado, amén que en la misma pagina de Internet se encuentra una “Guía de documentos básicos para estudio de pensión por sobrevivencia”, la cual en uno de sus apartes, referente al auxilio funerario expresa: 

“Original de la Factura Funeraria. Debe exigirse la presentación del original de la factura donde conste el nombre y documento de identidad de la persona que sufragó los gastos. No se deben aceptar fotocopias ni certificados de pago. En el evento de que los gastos estén amparados por un contrato pre-exequial se deberá precisar el nombre de la (s) persona (s) que suscribieron dicho contrato con su (s) correspondientes documento (s) de identidad.”

Dando a entender lo precedente, que dicha AFP demandada si tramita y reconoce este beneficio a quienes estuvieren amparados por un seguro exequial, lo cual también se pudo verificar en las páginas Web del Instituto de Seguros Sociales, Suratep y Colfondos, entre otras entidades del ramo. 

El ya mentado artículo 86 de la Ley 100 de 1993, indica que el auxilio funerario es equivalente “… al último salario base de cotización, o al valor correspondiente a la última mesada pensional recibida, según sea el caso, sin que pueda ser inferior a cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes, ni superior a diez (10) veces dicho salario. …”
Ahora bien, en el expediente no existe prueba fehaciente respecto al salario base de cotización de la causante; por su parte, la actora acredita por medio de las certificaciones emitidas por “Cooinpaz” Ltda., folios 6 y 7, que el valor correspondiente a los servicios prestados con ocasión de la muerte de su hermana ascendió a la suma de $2.040.000; para el año 2006, año en que ocurrieron los sucesos de los que trata el presente proceso, el salario mínimo legal vigente correspondía a $408.000, por lo tanto, si tenemos en cuenta que ante la falta de prueba respecto al salario base de cotización de la afiliada fallecida se debe reconocer el auxilio por la cuantía mínima expresada en la norma, es decir 5 s.m.l.v., el valor a conceder, coincidencialmente concuerda con el demostrado con las certificaciones enunciadas, esto es, $2.040.000, valor que se reconocerá a favor de la demandante.

Concluyendo que la actora cumplía con los requisitos legales para acceder al beneficio pretendido y dada la notoria perdida de poder adquisitivo de nuestra moneda, no se evidencia razón para no acceder a la pretendida indexación, para lo cual se debe tener en cuenta el término que tenía la entidad demandada para el reconocimiento y pago del auxilio funerario, el cual esta determinado en el artículo 4° del Decreto 876 de 1994:

“Artículo 4°. Auxilio funerario.

…

Las sociedades administradoras o entidades aseguradoras, según corresponda, deberán cancelar el auxilio funerario dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en la cual se les suministren los documentos mediante los cuales se acredite el pago de los gastos de entierro de un afiliado o pensionado. …”
A folio 11 encontramos el oficio de 31 de mayo de 2007, por medio del cual la AFP Porvenir S.A. niega el auxilio funerario a la actora, por lo tanto, y al no contar con la fecha de la solicitud inicial, se indexara la suma a reconocer desde dicha calenda, es decir, desde el 31 de mayo de 2007 y hasta que se haga efectivo el pago, empleando la siguiente formula:

VA = VH x IF / II

Donde:

VA es el valor actualizado.

VH es el valor histórico a actualizar.

IF es el índice de precios al consumidor al momento del pago, e

II es el índice de precios al consumidor al momento de exigibilidad de la obligación.
Las costas de primera sede correrán por cuenta de la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. en un 100%. 

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

PRIMERO: REVOCAR la sentencia que por apelación ha conocido.  
SEGUNDO: CONDENAR a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. a pagar a la señora Elizabeth Marulanda Álvarez la suma de dos millones cuarenta mil pesos mcte ($2.040.000), por concepto de auxilio funerario, conforme a lo expresado en el presente proveído.
TERCERO: CONDENAR a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. a pagar la indexación de la condena a su cargo y a favor de la señora Elizabeth Marulanda Álvarez, en los términos indicados en este fallo.

CUARTO: CONDENAR a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. al pago de las costas procesales de primera instancia a favor de la señora Elizabeth Marulanda Álvarez, en un 100%.
Costas por la actuación en esta Sede no se causaron.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

